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ASUNTO
Se pronuncia la Sala frente a la tutela propuesta por el apoderado judicial del señor EDELMO SALGADO ECHEVERRI en contra de la FISCALÍA 9 SECCIONAL DE PEREIRA, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales de petición, debido proceso y acceso a la administración de justicia.
ANTECEDENTES
Cuenta el representante judicial del señor Edelmo, que en el año 2007, él importó desde Venezuela un vehículo camión marca Chevrolet, serial 8ZCFNJ6Y87V372842, color blanco de placas WBG-200, siendo legalizada su importación y nacionalización, dicho automotor fue comprado nuevo en un concesionario en Venezuela. 

Para el año 2008 el señor Salgado transmitió el dominio de ese camión, y posteriormente sus adquirentes han ido también haciendo su traspaso a otras personas. 

A pesar de que el vehículo fue adquirido de forma legal, las autoridades venezolanas lo solicitaron por el delito de hurto, toda vez que al parecer los sistemas originales de identificación de ese automotor fueron duplicados o clonados en ese país. 

Así las cosas, en desarrollo de las actividades de cooperación internacional, la Fiscalía General de la Nación abrió investigación por ese punible en el año 2011, radicándola con el número 660016000036201103254; ordenándose con ello la captura y retención del rodante. Así las cosas, el 20 de junio del año 2011 la SIJIN Risaralda aportó a la investigación el informe de estudio técnico sobre el vehículo, exponiendo allí sus conclusiones, esto es que los números de motor, serie y chasis son originales de fábrica. 

Afirma el libelista, que a pesar de lo anterior en la actualidad no se sabe en donde está retenido o guardado el vehículo puesto que desde su inmovilización en la ciudad de Pereira, la investigación penal no prospera, aunque han transcurrido 5 años desde que inició la misma.

Frente a esa situación, el señor Salgado el 20 de enero del año que avanza, presentó derecho de petición ante la Fiscalía accionada, solicitando el archivo de la investigación y el levantamiento de las medidas cautelares que pesan sobre el camión; a la fecha no ha obtenido respuesta. 
Por todo lo narrado considera el libelista que el ente investigador está vulnerando los derechos fundamentales a su mandante, puesto que en el presente asunto el plazo prudente y razonable para definir la situación judicial iniciada, se encuentra ampliamente superado, y más si se tiene en cuenta que el señor Edelmo no conoce la suerte del automotor ni quién lo tiene en la actualidad, puesto que la Fiscalía accionada no le da razón de nada y ha hecho caso omiso tanto a su peticiones verbales como escritas. 
LO QUE SOLICITA
De acuerdo a lo narrado, el representante judicial del señor Salgado Echeverri solicita del juez de tutela, que proteja los derechos fundamentales vulnerados y en consecuencia le ordene a la Fiscalía Novena Seccional de Pereira que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, proceda a ordenar el archivo definitivo de la investigación penal iniciada desde el año 2011 y radicada como 6600016000036201103254; igualmente, que es disponga el levantamiento de las medidas cautelares que recaen sobre el camión de placas WBG-200, ordenando su entrega material. Aunado a ello, solicita que se ordene que el levantamiento de las medidas, sea comunicado al organismo de tránsito competente para que recupere la normalidad de su situación jurídica, todo sobre lo cual deberá comunicársele al petente por escrito. 
TRAMITE PROCESAL
La presente tutela fue entregada en este Despacho el 19 de marzo de 2016 siendo admitida el mismo día, fecha en la cual se avocó el conocimiento de la actuación y se ordenó la notificación de la misma a la parte accionada. Posteriormente, ante la respuesta dada por la Fiscalía encartada y de acuerdo a lo verificado con el Registro Único Nacional de Transito –RUNT-, se ordenó vincular al presente asunto a quien en la actualidad aparece como propietario del automotor objeto de tutela. 
RESPUESTA DE LA ACCIONADA

La Fiscal Novena Seccional de Pereira, allega respuesta por medio de la cual informó que asumió el cargo en el mes de diciembre de 2014, fecha para la cual le fue entregado, junto a otros 863 expedientes, el relacionado con el camión que importara el señor Edelmo; afirma no haber tenido la oportunidad de revisar cada expediente uno por uno dado lo voluminoso de algunos de ellos y la agilidad exigida por la Dirección Seccional tanto para su entrega como para su recepción. Aunado a ello, alega que la carga laboral que maneja su despacho es muy alta, los casos son delicados y voluminosos, y tan solo son ella y el asistente para hacer todas las cosas, empleado que valga decirlo, le han cambiado tres veces en el último año. Por otra parte, alega que las tareas propias de su cargo le imposibilitan estar al tanto de todos y cada uno de los procesos que tiene asignados, especialmente cuando debe darle prioridad a aquellos próximos a prescribir.
Frente al caso concreto, señala que entiende al accionante y que efectivamente ha pasado mucho tiempo sin que se defina la situación del automotor, pero indica que él no se encuentra como indiciado dentro de la investigación, por cuanto al parecer ingresó el vehículo al país de manera legal. Además, dice que siempre ha considerado que ese asunto amerita un buen y cuidadoso análisis, porque en el expediente se advierten algunos inconvenientes como son el que el automotor aparezca como hurtado en Venezuela y la anotación que hicieron los policías que realizaron su incautación, en el sentido de que presentaba falsedad en el documento de importación; ello sumado a que los trámites con la República de Venezuela no han sido nada fáciles y según se observa de los informes presentados por los investigadores de campo, el carro no tiene el motor original, razones por las que es evidente que continúa con problemas y por tanto no se puede hacer su entrega hasta tanto no se aclaren las cosas.
Así las cosas, considera que debe asesorarse de un técnico en automotores y ser muy prudente respecto a la decisión a tomar, lo cual llevará su tiempo, el cual en este momento no tiene dadas la cantidad de audiencias, juicios y casos que debe atender. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto le corresponde determinar a esta Corporación si el actuar de la Fiscalía 9 Seccional de Pereira, respecto a la investigación relacionada con el vehículo de placas WBG-200 que fuera importado por el actor en el año 2007 del vecino país de Venezuela, fue respetuosa del debido proceso o si por el contrario su actuar fue y ha sido negligente, y por tal motivo debe accederse a lo pedido por el representante judicial del señor Salgado.
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de los derechos y las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para la protección y aplicación de los mismos. 
La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 
La Sala parte de la consideración que en efecto, la acción de tutela es un derecho Constitucional y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona en todo momento y lugar ante los jueces de la República, para la protección de sus derechos fundamentales; pero, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.
Sobre el debido proceso:

Establece el artículo 29 constitucional que el debido proceso se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades, por ello la Corte Constitucional en sentencia T-458 de 1994 lo definió así:

“el debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar al ciudadano que ha acudido al proceso, una recta y cumplida administración de justicia y la debida fundamentación de las relaciones judiciales, mediante el acatamiento del principio de juridicidad propio del Estado de derecho, y que excluye, por consiguiente, cualquier acción contra legem o praeter legem. En consecuencia, el debido proceso es un derecho fundamental, susceptible de ser protegido por medio de la acción de tutela, ya que las actuaciones de los servidores públicos que solo obedezcan a motivaciones internas, desconocen la primacía de los derechos inalienables de la persona, la protección constitucional de los derechos fundamentales y la prevalencia del derecho sustancial”

Y posteriormente la misma Corporación dijo:

“5.2 La jurisprudencia de esta Corporación también se ha pronunciado de manera pacífica y consolidada acerca del contenido, elementos y características del derecho al debido proceso, el cual es considerado uno de los pilares fundamentales del Estado Social y constitucional de Derecho. Entre los elementos más importantes del debido proceso, esta Corte ha destacado: (i) la garantía de acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia, con el fin de lograr una pronta resolución judicial; (ii) la garantía de juez natural; (iii) las garantías inherentes a la legítima defensa; (iv) la determinación y aplicación de trámites y plazos razonables; (v) la garantía de imparcialidad; entre otras garantías.”
 
Sobre el derecho al acceso a la administración de justicia: 

El artículo 229 de la Constitución Política establece el derecho que tienen todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. Ahora bien, la activación de ese aparato judicial, implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto por ello la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Penal-Tutela en indicó al respecto: “Administrar justicia es entonces, una actividad reglada y garantizadora que se desarrolla por etapas entrelazadas o unidas por un objetivo común, el de obtener la aplicación del derecho positivo a un caso concreto sometido a la actividad jurisdiccional del Estado.”
  
Por otra parte la máxima guardiana de la Constitución ha dicho:
“Ahora bien, conforme a la jurisprudencia de esta Corporación, el derecho a acceder a la justicia tiene una significación múltiple y compleja. De manera reiterada, ha sostenido esta Corte, que el derecho a acceder a la justicia es un pilar fundamental del Estado Social de Derecho y un derecho fundamental de aplicación inmediata, que forma parte del núcleo esencial del debido proceso.
 
En cuanto a lo primero, el derecho a acceder a la justicia contribuye de manera decidida a la realización material de los fines esenciales e inmediatos del Estado tales como los de garantizar un orden político, económico y social justo, promover la convivencia pacífica, velar por el respeto a la legalidad y a la dignidad humana y asegurar la protección de los asociados en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades públicas.
 
En cuanto a lo segundo, atendiendo a su importancia política, la jurisprudencia constitucional le ha reconocido al acceso a la administración de justicia el carácter de derecho fundamental de aplicación inmediata, integrándolo a su vez con el núcleo esencial del derecho al debido proceso, y relacionándolo con otros valores constitucionales como la dignidad, la igualdad y la libertad. Por virtud de tal vinculación, el acceso a la administración de justicia adquiere un amplio y complejo marco jurídico de aplicación que compromete los siguientes ámbitos:  (i) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos; (ii) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (iii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas, y que ella se produzca dentro de un plazo razonables; (iv) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso.
Este derecho se garantiza también mediante la posibilidad de presentar denuncias en materia penal, respecto de lo cual ha dicho la Corte que: “Las autoridades públicas no pueden poner trabas injustificadas a la persona que desea interponer una denuncia penal con el fin de que sea investigada la ocurrencia de un delito”. Se vulnera el derecho al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, cuando se incurre en una dilación injustificada para recibir una denuncia penal, o se hacen exigencias formales que el denunciante no se encuentra en condiciones personales de cumplir, las cuales sacrifican la efectividad del derecho de acceso a la justicia penal.”

Así las cosas, el derecho al acceso a la administración de justicia se configura en una manifestación más del derecho fundamental al debido proceso, el cual como ya se vio no solo se predica en cabeza de la persona contra quien se está adelantando una investigación o un proceso penal o administrativo, sino también que es titular de éste quien activa el aparato estatal para reclamar protección para sus derechos o los de la comunidad. 
De la investigación penal:

Establece el artículo 66 del código de Procedimiento Penal que en cabeza de la Fiscalía General de la Nación está el deber de investigar la ocurrencia de hechos que puedan llegar a considerarse como transgresores de la ley penal, por ello dice: 

“ARTÍCULO 66. TITULARIDAD Y OBLIGATORIEDAD. El Estado, por intermedio de la Fiscalía General de la Nación, está obligado a ejercer la acción penal y a realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito, de oficio o que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o cualquier otro medio, salvo las excepciones contempladas en la Constitución Política y en este código.
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir ni renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley para aplicar el principio de oportunidad regulado dentro del marco de la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez de control de garantías.”

Lo anterior se compagina con lo establecido en el numeral primero del artículo 114 de ese mismo código el cual indica que una de las atribuciones de la Fiscalía es la de “Investigar y acusar a los presuntos responsables de haber cometido un delito.”, lo cual es reiterado en el artículo 200 del C.P.P.
Así las cosas, una vez se da a conocer la noticia criminal, y después de la realización de los actos urgentes, si estos fueren necesarios, el fiscal a quien le sea asignado el caso, esta llamado a establecer un programa metodológico
 para realizar la indagación preliminar de los hechos materia de la posible conducta punible, ello con el fin de establecer si existe o no merito suficiente para llevar el asunto ante los jueces. Culminada la etapa de investigación preliminar y de acuerdo con la de los elementos materiales probatorios, evidencia física y de la información legalmente obtenida, al ente acusador le quedan dos caminos para seguir: uno es el de la formulación de imputación sí existe mérito suficiente para ello de acuerdo a las exigencias del artículo 287 del C.P.P.; de lo contrario, procederá a ordenar el archivo de las diligencias según lo estipulado en el artículo 79 Ibídem. 
Ahora bien, como de las anteriores normas no es posible inferir cuál es tiempo con que cuenta el ente acusador para presentar imputación después de conocida la noticia criminal, es necesario para ello hacer remisión a lo dispuesto en el parágrafo del artículo 175 del C.P.P., el cual dice:

“ARTÍCULO 175. DURACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS.

(…)

PARÁGRAFO. La Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a partir de la recepción de la noticia criminis para formular imputación u ordenar motivadamente el archivo de la indagación. Este término máximo será de tres años cuando se presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados. Cuando se trate de investigaciones por delitos que sean de competencia de los jueces penales del circuito especializado el término máximo será de cinco años.” (Subrayas de la Sala)
De acuerdo a ello, el fiscal de la causa cuenta con un plazo máximo de dos años a partir de que se le asigna el caso, para tomar la decisión de qué hacer, si archivar o imputar cargos, respecto al asunto del cual ha venido conociendo, ello de acuerdo a lo recolectado durante la investigación. 
Respecto a este asunto dijo la Corte Constitucional:

“...el establecimiento de límites temporales a esta fase del procedimiento penal no suprime las facultades y funciones investigativas de la Fiscalía General de la Nación, sino que, por el contrario, la impulsa a desarrollarlas diligente y eficazmente; tampoco afecta los derechos de las víctimas a la verdad, a la justicia y a la reparación, porque obliga a las instancias judiciales a materializar sus derechos en términos cortos y precisos. Y aunque eventualmente el vencimiento del plazo puede dar  lugar al archivo de las diligencias, tal decisión debe ser motivada a partir de los supuestos previstos en el artículo 79 del CPP, y se puede disponer la reapertura del caso cuando exista mérito para ello.”

Aunado a ello, antes de la entrada en vigencia de la Ley 1453 de 2011, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, se adelantó a esta interrogante y en decisión de tutela del 19 de marzo de 2009, proferida dentro del radicado 40850, donde actuó como Magistrado Ponente el Dr. Alfredo Gómez Quintero, dijo: 

“En un plano general, la Corte Constitucional ha establecido que la razonabilidad del término de un plazo de investigación dentro del proceso penal debe estar condicionada por la naturaleza del delito imputado, el grado de complejidad de su investigación, el número de sindicados y los efectos sociales que de éste se desprendan.


La Convención Americana de Derechos Humanos en sus artículos 7-5, 8-1 25 consagra la protección al derecho a un plazo razonable y suficiente de investigación dentro de un proceso penal. En concordancia con el anterior articulado la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha indicado el examen de tres elementos para establecer la razonabilidad de un plazo dentro de un proceso penal i) la complejidad del asunto; ii) la actividad procesal del interesado; y iii) la conducta de las autoridades públicas. En algunos casos la jurisprudencia del Tribunal de Derechos Humanos Europeo ha añadido el análisis de la importancia del litigio para el interesado como un cuarto elemento para establecer dicha razonabilidad. Igualmente, dicho tribunal ha establecido que el mencionado examen puede ser sustituido por un análisis global del procedimiento. ”


Cita que aunque no trata el tema de la indagación en la actuación penal, si deja entrever la necesidad de que no se prolongue en desmedro de las personas involucradas en dicha fase, más aún en los casos donde un individuo conoce que en su contra se adelanta una investigación preliminar, teniendo el derecho a no mantenerse en una situación de indefinición de su situación jurídica, existiendo la necesidad de que se corrobore lo más pronto posible o se disperse la sospecha que en su contra se plantea por la autoridades competentes.


De allí que cada situación deba estudiarse de manera particular, pues sería una extralimitación del juez imponer un término que el legislador en atribución de sus facultades constitucionales no previó, pero tampoco ello le impide dejar pasar por alto situaciones en donde una injustificada desidia del encargado de ejercer la acción penal afecte el juzgamiento de los responsables por una conducta penal, pues ello a todas luces atentaría contra los pilares fundamentales al debido proceso y la recta administración de justicia.”
Del caso concreto:
En el presente asunto, considera el representante judicial del señor Salgado Echeverri que sus derechos fundamentales al debido proceso y a la pronta administración de justicia se están vulnerando por parte de la Fiscalía 9 Seccional de Pereira, por cuanto han pasado alrededor de cinco (5) años desde el momento en que se inició la indagación por el presunta anotación de hurto que apareciera radicada desde Venezuela respecto de un automotor de placas WBG-200 el cual él importara de ese país en el año 2007.
Ahora bien, revisada la carpeta de anexos presentada por la fiscalía se tiene que el proceso fue asignado a la Fiscalía 11 Seccional, el 24 de junio de 2011, sin embargo se puede evidenciar a folio 1 del cuaderno de anexos que el vehículo fue retenido desde el 8 de marzo de ese mismo año. Por otra parte se puede establecer que durante los primeros años la Fiscal que tenía la investigación a su cargo realizó distintas actividades a fin de recolectar elementos probatorios y evidencia física que le permitiera establecer qué fue lo que pasó con el automotor materia de investigación, teniendo que la última de ellas fue una solicitud que realizara el 25 de octubre de 2012 (fl. 120 cuaderno de anexos), la cual se reiteraró el 20 de septiembre de 2013 y el 10 de octubre de 2014. Posteriormente, a folio 166 de ese mismo cuaderno se puede observar que el 1 de diciembre de 2014 la investigación radicada con el número 660016000036201103254 fue trasladada a la Fiscalía Novena Seccional de Pereira, sin que con posterioridad a esa fecha se haya realizado actividad alguna por parte del ente acusador a fin de resolver el asunto. Aunado a ello, en los últimos 6 folios se puede apreciar la petición realizada por parte del apoderado judicial del señor Edelmo, la cual se encuentra sin respuesta a la fecha. 
De acuerdo a lo anterior, y compaginándolo con las normas y jurisprudencia citadas, encuentra la Sala que a pesar de la complejidad que rodea el proceso atrás referenciado por tratarse de un delito con un tinte trasnacional, el tiempo que ha transcurrido entre el momento en que la Fiscalía General de la Nación asume por intermedio de la Fiscalía Once Seccional de Pereira el conocimiento del caso y la actualidad, es realmente extenso y no se compadece con las actuaciones investigativas realizadas, especialmente en el último año, esto es, desde que el expediente lo asumió la Fiscalía Novena Seccional de Pereira, donde brilla por su ausencia cualquier tipo de actuación realizada por parte de esa delegada.
Atendiendo a lo dicho y teniendo en cuanta lo establecido en las normas y la jurisprudencia citadas párrafos arriba, no son de recibo para esta Sala los argumentos y explicaciones dadas por la accionada para justificar su inactividad en este asunto, puesto que si bien es cierto, como ya se indicó, no se desconoce la complejidad investigativa que reviste ese caso, por tratarse de un delito presuntamente perpetrado en dos países, ello no quiere decir que se pueda usar eso, y la excesiva carga laboral que todos los organismos que hacemos parte del sistema de justicia colombiano presentamos, para dejar los procesos y las investigaciones durmiendo el sueño de los justos a la espera de que tengamos un respiro para atenderlos; lo cual es posible no suceda nunca. 
Así las cosas, se hace evidente que dentro de la presente cuestión se están vulnerando los derechos fundamentales de la parte accionante puesto que, a pesar de las complejidades que pueda presentar el caso por tratarse de un asunto binacional, el tiempo que ha transcurrido desde el momento en que se inmovilizó el vehículo hasta la fecha, es desproporcionado y contrario a todos los principios que rigen tanto el debido proceso como la administración de justicia, pues no tiene presentación que después de cinco años, esto es tres años más de los que contempla el parágrafo del artículo 175 del C.P.P., la Fiscalía General de la Nación, en este caso representada por la Fiscalía Novena Seccional de Pereira, no haya tomado una decisión de fondo frente a la investigación radicada con el No. 660016000036201103254, y que además la tenga inactiva hace más de un año. 
En atención a lo dicho, para esta Corporación es evidente la necesidad de la intervención del Juez de tutela en este asunto, para de esa manera y con el ánimo de proteger tanto los derechos fundamentales del accionante dentro del presente asunto y que se encuentra ligado al proceso penal por haber sido la persona que importó el automotor desde Venezuela, como de quien aparece como propietario del mismo para la fecha de su inmovilización, esto es el señor Ricardo Román Salazar; se tutelará el derecho fundamental al debido proceso y en consecuencia se le ordenará a la Fiscalía Novena Seccional de Pereira, proceder dentro de los 30 días siguientes a la notificación de esta decisión, ejercer todas las acciones necesarias a fin de lograr tomar una decisión definitiva respecto a la investigación penal radicada con el No.  660016000036201103254, la cual se encuentra abierta desde el 24 de junio de 2011. 
Finalmente, frente a la vulneración del derecho fundamental de petición, debe decirse que efectivamente revisado tanto el libelo petitorio como el cuaderno de anexos allegado por la accionada, se evidencia que el mismo fue recibido desde el 20 de enero del presente año, sin respuesta a la fecha, lo que hace evidente el desconocimiento de tal prerrogativa constitucional, por ende y atendiendo lo dicho en precedencia, se le ordenará a la accionada que vencido el término conferido para adoptar una decisión de fondo, proceda a comunicar sobre ello al actor, en respuesta a su petición. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE
PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales de petición y debido proceso del señor EDELMO SALGADO ECHEVERRI quien actúa dentro del presente asunto por intermedio de apoderado judicial, y en contra de la FISCALÍA NOVENA SECCIONAL DE PEREIRA, ello por lo expuesto en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: ORDENAR a la FISCALÍA NOVENA SECCIONAL DE PEREIRA, que proceda dentro de los treinta (30) días siguientes a la notificación de esta decisión, realizar todas las acciones necesarias a fin de lograr tomar una decisión definitiva respecto a la investigación penal que cursa en ese Despacho radicada con el No.  660016000036201103254, la cual se encuentra abierta desde el 24 de junio de 2011.
TERCERO: ORDENAR a la Fiscalía Novena Seccional de Pereira que vencido el término arriba conferido para adoptar una decisión de fondo dentro de la investigación ya referenciada y a la cual se encuentra vinculado el actor, proceda a comunicarle sobre ello, bien sea de manera directa o por intermedio de su apoderado judicial, en respuesta al derecho de petición que impetrara desde el pasado 20 de enero de 2016.
CUARTO: Se ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Y en caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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Página 15 de 15

